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RV: CONTESTACIÓN DEMANDA RAD. 1001-33-43-061-2022-00191-00 Demandante:
DEIBI COAVAS GÓMEZ Y OTROS -Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA –
EJÉRCITO NACIONAL

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Jue 03/11/2022 9:45

Para: Juzgado 61 Administrativo Circuito - Bogotá - Bogotá D.C. <jadmin61bta@notificacionesrj.gov.co>
CC: Kelly Jhohana Gomez Sotelo <kellygomezs@hotmail.com>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo justicia XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN
CAMS

De: Kelly Jhohana Gomez Sotelo <kellygomezs@hotmail.com>

Enviado: miércoles, 2 de noviembre de 2022 3:48 p. m.

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
Mauricio Trujillo <notificacionesmauriciotrujillo@gmail.com>; Zully Maricela Ladino Roa
<zmladino@procuraduria.gov.co>; maurodonveliz@gmail.com <maurodonveliz@gmail.com>

Cc: Kelly Jhohana Gomez Sotelo <kellygomezs@hotmail.com>

Asunto: CONTESTACIÓN DEMANDA RAD. 1001-33-43-061-2022-00191-00 Demandante: DEIBI COAVAS GÓMEZ Y
OTROS -Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL
 
Bogotá D.C., 02 de noviembre de 2022

Doctora:
EDITH ALARCÓN BERNAL
JUEZ SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO ORAL CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ D. C.
-SECCIÓN TERCERA

Asunto: CONTESTACIÓN DE DEMANDA
                                                 
Radicado:                1001-33-43-061-2022-00191-00
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Demandante:          DEIBI COAVAS GÓMEZ Y OTROS
Demandado:          NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL
Medio de Control:  REPARACIÓN DIRECTA

KELLY JHOHANA GOMEZ SOTELO, actuando como apoderada de la NACIÓN -
MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL, por medio del presente me permito
allegar a su honorable despacho, los siguientes documentos:

1. Escrito contestación demanda, poder y anexos, en treinta y dos (32) folios.
2. Respuesta de la Dirección de Sanidad, en ciento diez (110) folios.
3. Solicitudes probatorias tramitadas, cinco (05) folios.

Finalmente, me permito señalar que las notificaciones las recibiré en el correo
electrónico kellygomezs@hotmail.com

De la señora Juez, respetuosamente, 

Kelly Jhohana Gomez Sotelo
Ministerio de Defensa - Ejército Nacional
Correo SIRNA: kellygomezs@hotmail.com
Correo Institucional: kelly.gomezsotelo@buzonejercito.mil.co
Cel. 3213716438



  

Bogotá D.C., 02 de noviembre de 2022 
 
 
Doctora: 
EDITH ALARCÓN BERNAL 
JUEZ SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO ORAL CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 
D. C.  
-SECCIÓN TERCERA 
 
 

Asunto: CONTESTACIÓN DE DEMANDA 
                                                   

 
 
 

    

  
KELLY JHOHANA GOMEZ SOTELO, identificado con la cédula de ciudadanía 
No. 1.016.040.136, abogada en ejercicio, portadora de la T.P. No. 276.270 del 
C.S.J., en mi condición de apoderado de la NACIÓN - MINISTERIO DE 
DEFENSA, conforme a poder que allego a la presente con sus respectivos 
anexos; por medio del presente escrito y encontrándome dentro de los 
términos de Ley, me permito CONTESTAR LA DEMANDA dentro del proceso 
de la referencia, en los siguientes términos: 
 

CONFORMACION DEL GRUPO DEMANDANTE 
 

DEIBI COAVAS GOMEZ  LESIONADO 
NOVALDO ENRIQUE COAVAS YANES  PADRE 
SIOMARA GOMEZ MURILLO MADRE 
LUDIS COAVAS GOMEZ HERMANA 
DANIEL COAVAS GOMEZ HERMANO 
ISMAEL COAVAS GOMEZ HERMANO 
DANIEL COAVAS GOMEZ HERMANO 
JOINER COAVAS GOMEZ HERMANO 
LORAINE COAVAS GOMEZ HERMANA 
LUCERO COAVAS GOMEZ HERMANA 
LUCRECIA MURILLA MINA ABUELA 
FABIO GOMEZ ABUELO 

 
 
 

Radicado: 1001-33-43-061-2022-00191-00 
Demandante:  DEIBI COAVAS GÓMEZ Y OTROS 
Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – 

EJÉRCITO NACIONAL 
Medio de Control: REPARACIÓN DIRECTA 
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A LAS PRETENSIONES 
 
Me opongo a todas y cada una de las pretensiones consignadas en el escrito 
de la demanda por no advertirse responsabilidad patrimonial alguna por un 
daño que, si bien es tangible materialmente, no puede ser imputable en 
ninguna circunstancia a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO 
NACIONAL en los términos del artículo 90 de la Constitución Política, ante la 
existencia de un eximente de responsabilidad. 
 
Asimismo, se solicita una serie de perjuicios a los que no puede haber lugar por 
no probarse que el Ejército Nacional ocasionó en el demandante un daño 
antijurídico, que no deba soportar, requisito sine qua non, bajo las premisas 
constitucionales y jurisprudenciales. 
 
Me opongo en todo y en parte al pago de suma alguna por concepto de 
perjuicios a favor del demandante, así: 
 
PERJUICIOS MORALES 

En cuanto a los daños morales se han definido como:  

"Esos dolores, padecimientos, etc., que pueden presentarse 
solamente como secuela de los daños infligidos a la persona. Que no 
son entonces daños propiamente dichos y que, por otra parte, 
constituyen un sacrificio de intereses puramente morales, que 
justifican una extensión del resarcimiento, esta vez con función 
principalmente satisfactoria1". 

Así mismo, se ha pronunciado el Consejo de Estado al respecto así: 
 

“Para que haya lugar a la reparación del perjuicio basta que el 
padecimiento sea fundado, sin que se requiera acreditar ningún 
requisito adicional. Corresponde al juez tasar discrecionalmente la 
cuantía de su reparación, teniendo en cuenta las condiciones 
particulares de la víctima y la gravedad objetiva de la lesión. La 
intensidad del daño es apreciable por sus manifestaciones externas; 
por esto se admite para su demostración cualquier tipo de prueba.” 

 
Desde esta premisa no podrá reconocerse algún daño moral a los 
demandantes toda vez que no existe en el expediente prueba certera de 
un daño ocasionado por el Ejército Nacional, que cumpla los parámetros 
del artículo 90 superior, es decir que corresponda a un daño antijurídico que 

 
1 Sentencia 2017- 02212 del 05 de octubre de 2017 – Sección Segunda del Consejo de Estado 
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los demandantes no hubieran estado en el deber de soportar. Es importante 
indicar que el padecimiento por el cual se promueve el presente litigio no 
ha sido fundado certeramente, por ello sería incorrecto otorgar un 
reconocimiento sobre hechos que más allá de una afirmación no hay 
certeza de este.  
 
Así mismo, debe tenerse en cuenta que estos daños sólo procederán en los 
casos que se haya dado una aflicción, acongoja, sufrimiento e intenso dolor 
a raíz del daño causado. Lo único que ha quedado claro al momento de la 
contestación de la demanda, y como se podrá demostrar a lo largo del 
proceso es que no ha existido un perjuicio de tipo moral en atención a la 
nimiedad que contempla la afección sufrida por el exsoldado. 
 
LUCRO CESANTE   
 
En lo relacionado con el lucro cesante que fue solicitado en el escrito de la 
demanda, es importante tener en cuenta el concepto donde se señala que: 
 

(…) “el lucro cesante aparece cuando un bien económico que debía 
ingresar en el curso normal de los acontecimientos, no ingreso ni 
ingresará en el patrimonio de la víctima”.  
(…) el lucro cesante consiste en una ganancia o provecho que deja 
de reportarse a consecuencia de no haberse cumplido la obligación, 
o cumplido imperfectamente, o retardado su cumplimiento. 

 
Lo anterior tendría lugar cuando existe en definitiva una lesión grave que 
afecta el curso normal de la vida del demandante por haberse incorporado 
a las filas del Ejército, lo cual no aparece demostrado por la parte actora. 
También es preciso señalar que no hay un daño en relación con la 
prestación del servicio militar ni generado por el mismo; la institución no 
puede reconocer un pago enorme de sumas de dinero que no tienen 
sustento alguno o pedir porcentaje de prestaciones sociales cuando en 
materia de la prestación del servicio militar no existe vínculo laboral teniendo 
en cuenta que: 
 

“(…) el servicio militar obligatorio es un deber constitucional de servir 
a la patria dirigido a todos los colombianos, que nace al momento de 
cumplir la mayoría de edad y en virtud del cual están obligados a 
tomar las armas cuando las necesidades públicas los ameriten. 

El Consejo de Estado se pronunció acerca del vínculo que se genera 
entre el Estado y quienes prestan el servicio militar e indicó que el 
soldado en estos términos no goza de protección laboral 
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predeterminada, por cuanto la ley solo reconoce algunas 
prestaciones que de ningún modo pueden catalogarse como 
laborales. 

Así las cosas, quienes prestan el servicio militar obligatorio no tienen 
ningún vínculo laboral, pues la prestación obedece a una imposición 
especial del Estado, cuyas prestaciones solo recompensan la labor 
asumida, junto con los riesgos y limitaciones que ello acarrea. (…)2” 

Por lo anterior, es claro que para el presente caso no existe mérito para 
reconocer el lucro cesante, pues no se evidencia prueba alguna de la 
actividad económica laboral desarrollada por el señor DEIBI COAVAS 
GOMEZ antes de prestar su servicio militar, lo que permite concluir que se 
encontraba laboralmente activo. Finalmente es preciso indicar que no 
existe certeza de que efectivamente se desarrollará una actividad 
económica laboral y mucho menos que le fueran pagadas prestaciones 
sociales que permitieran aumentar un monto en 25%, o al menos no se 
aportó prueba que demuestre lo contrario. 
 
En conclusión y verificado lo expuesto en la parte motiva de la demanda, 
es claro que las sumas solicitadas no tienen ningún sustento jurídico o 
probatorio, de los cuales se deduzca realizar reconocimiento alguno.  
 
DAÑO A LA SALUD 
 
Para el caso objeto de estudio y de acuerdo con la posición jurisprudencial, 
el juez deberá determinar el porcentaje de gravedad o levedad de la 
afectación corporal o psicofísica, debidamente probada dentro del 
proceso, relativa a los aspectos o componentes funcionales, biológicos y 
psíquicos del ser humano.  
 
Por lo anterior el juez deberá considerar las consecuencias de la 
enfermedad o accidente que reflejen alteraciones al nivel del 
comportamiento y desempeño de la persona dentro de su entorno social y 
cultural que agraven la condición de la víctima. Para estos efectos, de 
acuerdo con el caso, se considerarán las siguientes variables: 
  

• La pérdida o anormalidad de la estructura o función psicológica, 
fisiológica o anatómica (temporal o permanente). 

• La anomalía, defecto o pérdida producida en un miembro, órgano, 
tejido u otra estructura corporal o mental.  

• La exteriorización de un estado patológico que refleje perturbaciones 

 
2 Concepto 172431, Jul. 24/18, Departamento Administrativo de la Función Publica  
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al nivel de un órgano.  
• La reversibilidad o irreversibilidad de la patología.  
• La restricción o ausencia de la capacidad para realizar una actividad 

normal o rutinaria.  
• Excesos en el desempeño y comportamiento dentro de una actividad 

normal o rutinaria.  
• Las limitaciones o impedimentos para el desempeño de un rol 

determinado.  
• Los factores sociales, culturales u ocupacionales.  
• La edad.  
• El sexo. 
• Las que tengan relación con la afectación de bienes placenteros, 

lúdicos y agradables de la víctima.   
• Las demás que se acrediten dentro del proceso. 

 
A LAS DEMÁS PRETENSIONES: Comoquiera que no es posible establecer la 
totalidad de los requisitos legales que conlleven a determinar la 
responsabilidad del Estado, no es posible condenarlo a indemnizar 
perjuicios, y mucho menos a otorgar pagos a los que como se ha venido 
sosteniendo no hay lugar. 
 

A LOS HECHOS SUSTENTO DE LAS PRETENSIONES 
 
HECHO 1: ASÍ PARECE SER, según las documentales anexadas al escrito de la 
demanda.  
 
HECHO 2: Según lo descrito en el Informativo Administrativo por Lesión No. 
03/2020, los hechos objeto del presente medio de control de reparación 
directa son los siguientes: 
 
“(…) el día 03 de agosto de 2020 siendo aproximadamente las 21:30 horas en 
la Base Militar Danubio en desarrollo de la OPSDF No. 0025 “AMBROSE”, con 
el señor SL18. COAVAS GOMEZ DEIBI identificado con cedula de ciudadanía 
No. 1.133.284.126, quien mientras se encontraba de centinela en núcleo 3, se 
escucha un disparo sobre ese sector y verificada la situación en la cual se 
evidencia que al parecer mencionado soldado se autolesiona con su arma 
de dotación en la parte interna del brazo izquierdo. Por lo cual es evacuado 
inmediatamente y remitido a la clínica Colombia donde de acuerdo con 
historia clínica es diagnosticado con: G562 LESIÓN DEL NERVIO CUBITAL, S510 
LESIÓN DEL CODO, S520 FRACTURA DE LA EPÍFISIS SUPERIOR DEL CUBITO. 
 
IMPUTABILIDAD De acuerdo con el art. 24 del Decreto 1796 de 2000, se falla 
el presente informativo administrativo por lesione al señor SL18. COAVAS 
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GOMEZ DEIBI identificado con cedula de ciudadanía No. 1.133.284.126, en 
actos realizados contra la ley, el Reglamento y/o la orden superior. LITERAL D. 
 
(…)” 
 
HECHO 3: NO ME CONSTA, la parte demandante deberá probar las 
afirmaciones realizadas. 
 
HECHO 4: NO ME CONSTA, se recuerda su señoría que los exámenes de 
incorporación que se le realizan a los ciudadanos que son llamados a cumplir 
con el deber constitucional de prestar el servicio militar obligatorio, son los 
siguientes: 
 

• Odontológico 
• Medicina general 
• Psicológico  
• Prueba rápida de detención de anticuerpos de VIH, previa 

autorización del ciudadano. 
 
Así las cosas, no es cierto que el señor DEIBI COAVAS GOMEZ, se encontrara 
en perfectas condiciones físicas y de salud, teniendo en cuenta el alcance 
de los exámenes médicos realizados.  
 
HECHO 5: ES CIERTO, de acuerdo con la respuesta emitida por la Dirección 
de Sanidad del Ejército Nacional, al señor DEIBI COAVAS GOMEZ, se le 
practico Acta de Junta Medico Laboral No. 119109 del 09 de agosto de 2021, 
la cual concluyó: 
 
A – DIAGNOSTICO POSITIVO DE LAS LESIONES O AFECCIONES: 
 

1) EN ACTOR REALIZADOS CONTRA LA LEY, EL REGLAMENTO Y/O LA ORDEN 
SUPERIOR SUFRE HERIDA POR ARMA DE FUEGO EN CODO IZQUIERDO, 
CON LESIÓN SEVERA NERVIO CUBITAL IZQUIERDO Y MANO EN GARRA 
CUBITAL IZQUIERDA. VALORADO Y TRATADO POR ORTOPEDIA CON 
NEURORRAFIA, TERAPIA FÍSICA, TERAPIA OCUPACIONAL QUE DEJA 
COMO SECUELA A) PERDIDA FUNCIONAL DE MANO IZQUIERDA. FIN DE 
LA TRANSCRIPCIÓN. 
 

B – CLASIFICACIÓN DE LAS LESIONES O AFECCIONES Y CALIFICACIÓN DE 
CAPACIDAD PSICOFÍSICA PARA EL SERVICIO 
 
INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL 
NO APTO PARA ACTIVIDAD MILITAR SEGÚN DECRETO 94 DEL 89 ARTICULO 68 
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LITERAL A Y B. 
 
C – EVALUACIÓN DE LA DISMINUCIÓN DE LA CAPACIDAD LABORAL. 
 
LE PRODUCE UNA DISMINUCIÓN DE LA CAPACIDAD LABORAL DEL VEINTIDÓS 
PUNTO CINCUENTA POR CIENTO 22.50%. 
 
D – IMPUTABILIDAD DEL SERVICIO  
 
LESIÓN 1: OCURRIÓ EN ACTOS CONTRA LA LEY Y LA DISCIPLINA SEGÚN IAL NO. 
96809 DEL 18 DE AGOSTO DE 2020. 
 
F – FIJACIÓN DE LOS CORRESPONDIENTES ÍNDICES. CORRESPONDIENTES DE 
ACUERDO CON EL DECRETO 094 DE 1989  
 
1A. NUMERAL 1-108 LITERAL C ÍNDICES 8 
 

LESIÓN Y/O 
AFECCIÓN 

IMPUT. ÍNDICES % TABLA 
A 

EDAD DISMIN % % 
RESIDUAL 

1 D 8 22,50 21 100.00 22.50 
 
Es de indicar, su señoría que no se evidencia que contra la anterior acta de 
Junta Medico Laboral, el señor DEIBI COAVAS GOMEZ hubiese interpuesto el 
recurso contemplado en el Decreto 1796 de 2000, esto es solicitar la 
convocatoria de Tribunal Medico Laboral de Revisión Militar, dentro de los 
cuatro (04) meses siguientes a la notificación, por lo que se concluye que el 
señor COAVAS GOMEZ, se encuentra conforme con el Acta de Junta Medico 
Laboral indicada. 
 
HECHO 6: NO ME CONSTA, la parte demandante deberá probar las 
afirmaciones realizadas. 
 

RAZONES DE DEFENSA 
 

IMPUTABILIDAD 

De acuerdo con el ordenamiento jurídico vigente, y con el fin de que se 
declare la responsabilidad de la administración pública, se hace imperioso 
verificar la configuración de los elementos o presupuestos de esta, según la 
disposición constitucional que consagra la institución jurídica, esto es, el 
artículo 90 de la Constitución Política. 
 
En consecuencia, es necesario que esté demostrado el daño antijurídico, así 
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como su imputación fáctica y jurídica a la administración pública. Es por ello 
por lo que el daño antijurídico a efectos que sea reparado se requiere que 
se acrediten los aspectos relacionados con la lesión o de los cuales cuya 
reparación se reclama así: 
 

i) debe ser antijurídico, esto es, que la persona no tenga el deber 
jurídico de soportarlo;  
 

ii) que sea cierto, es decir, que se pueda apreciar material y 
jurídicamente – que no se limite a una mera conjetura–, y que 
suponga una lesión a un derecho, bien o interés legítimo que se 
encuentre protegido el ordenamiento jurídico, y  
 

iii) que sea personal, es decir, que sea padecido por quien lo solicita, 
en tanto se cuente con la legitimación en la causa para reclamar 
el interés que se debate en el proceso, bien a través de un derecho 
que le es propio o uno que le deviene por la vía hereditaria.  

 
Así las cosas, además de constatarse, en un primer momento, la 
antijuridicidad del daño, el operador jurídico debe elaborar un “juicio de 
imputabilidad” que le permita encontrar un título jurídico diferente de la 
simple causalidad material que justifique la decisión a tomar, es por ello que 
dentro del nuevo modelo en que se desarrolla la responsabilidad patrimonial 
del Estado, se parte de un concepto objetivo de acción y, por ende, la 
atribución fáctica de la misma ostenta igual naturaleza (imputación 
objetiva). 
 
Respecto de la imputabilidad del daño el Honorable Consejo de Estado- 
Sección Tercera en sentencia 18 de febrero de 2010, expediente 18274, 
señaló que: “Los ingredientes normativos (imputación fáctica e imputación 
jurídica) tienen como propósito controlar la incertidumbre que genera el 
empleo de las teorías causales propias de las ciencias naturales, frente a la 
asignación de resultados de las ciencias sociales. Por lo tanto, la imputación 
fáctica supone un estudio conexo o conjunto entre la causalidad material y 
las herramientas normativas propias de la imputación objetiva que han sido 
delineadas precisamente para establecer cuando un resultado en el plano 
material es atribuible a un sujeto. De otro lado, la concreción de la 
imputación fáctica no supone por sí misma, el surgimiento de la obligación 
de reparar, ya que se requiere un estudio de segundo nivel, denominado 
imputación jurídica, escenario en el que el juez determina si además de la 
atribución en el plano fáctico existe una obligación jurídica de reparar el 
daño antijurídico; se trata por ende, de un estudio estrictamente jurídico en 
el que se establece si el demandado debe o no resarcir los perjuicios a partir 
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de la verificación de una culpa (falla); o por la concreción de un riesgo 
excepcional al que es sometido el administrado, o de un daño especial que 
frente a los demás asociados es anormal y que parte del rompimiento de la 
igualdad frente a las cargas públicas.”(Subrayado fuera de texto) 
 
Por otro lado, se ha pronunciado la Corte Constitucional, en sentencia SU- 
1184 de 2001, donde manifiesta que “La imputación de una conducta o un 
resultado en el derecho penal (o en general en cualquier derecho de 
responsabilidad), (...)con el fin de concretar el juicio de imputación se debe 
considerar 1) el riesgo permitido que autoriza la creación de peligros dentro 
de los límites que la sociedad va tolerando en virtud de las necesidades de 
desarrollo 2) el principio de confianza indispensable para que pueda darse 
una división del trabajo y que permite al sujeto delegar ciertas tareas sobre 
la base que las demás personas son autoresponsables que cumplirán con las 
expectativas que surgen de una determinada función; 3) las acciones a 
propio riesgo, las cuales se imputa a la víctima, las conductas que son 
producto de la violación de sus deberes de auto protección y la 4) las 
prohibición de regreso. Por último, se constata la realización del riesgo. Es 
decir que el mismo riesgo creado para el sujeto sea el que se concrete en la 
producción del resultado (…)”. 
 
En consecuencia, hasta este punto se puede inferir con certeza que está 
siendo desarrollada la teoría de la imputación objetiva, por parte de la 
jurisprudencia del Consejo de Estado, en sus presupuestos del riesgo 
permitido, principio de confianza y acciones a propio riesgo, cuando se entra 
a examinar si un daño es imputable o no a la administración pública, lo cual 
pone en evidencia la insuficiencia del dogma causal para la resolución de 
las controversias que se suscitan con ocasión de la responsabilidad 
extracontractual del Estado.  
 
Así mismo, estas teorías han sido desarrolladas por doctrinantes penalistas, 
que de suyo han aportado importantes avances a esta posición doctrinaria, 
así como el profesor Gunter Jakobs, en su obra “La Imputación Objetiva en 
el Derecho Penal” apunta que “existe un riesgo permitido (…) Y es que la 
sociedad no es un mecanismo cuyo único fin sea la protección máxima de 
bienes jurídicos, sino que está destinada a hacer posibles las interacciones, y 
la prohibición de cualquier puesta en peligro, de toda índole, imposibilitaría 
la realización de todo comportamiento social incluyendo, por lo demás 
también los comportamientos de salvación. Sin embargo, en determinados 
ámbitos, la necesidad de un riesgo permitido en modo alguno es 
contradictoria con la protección de bienes jurídicos (…)”. 
 
De igual manera, en palabras del profesor Claus Roxin, “se (debe) entender 
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por riesgo permitido una conducta que crea un riesgo jurídicamente 
relevante, pero que de modo general está permitida y, por ello, a diferencia 
de las causas de justificación, excluye la imputación (…) prototipo del riesgo 
permitido es la conducción automovilística observando todas las reglas del 
tráfico diario. No se puede negar que el tráfico diario constituye un riesgo 
relevante para la vida, salud y bienes materiales, cosa prueba 
irrefutablemente la estadística de accidentes(…) Dentro del ámbito del 
riesgo permitido entran todo el tráfico público ( por tanto también el tráfico 
aéreo, ferroviario y marítimo), el funcionamiento de las instalaciones 
industriales (especialmente de las plantas peligrosas), la práctica de deportes 
que implican riesgo, las intervenciones médicas curativas en el marco de la 
lex arti (…): Por consiguiente no serán imputables objetivamente aquellos 
daños en que exista: a) Una disminución del riesgo permitido, b) la falta de 
creación del riesgo, c) cuando el riesgo concretado se mueve dentro del 
riesgo permitido, d) cuando el resultado se encuentra por fuera de la norma 
de cuidado, e) cuando la conducta alternativa es conforme a derecho.” 
 
Dado lo anterior, en el caso específico que nos incumbe es preciso anotar 
que de acuerdo con las manifestaciones realizadas por el señor DEIBI 
COAVAS GOMEZ, durante la prestación de su servicio militar obligatorio, sufrió 
una lesión, y sobre esta se presentó la atención médica y el tratamiento 
correspondiente.  
 
Adicionalmente, y en torno a la inexistencia de imputabilidad como se ha 
venido mencionando, existe en el margen del derecho un número de 
conductas que traen consigo la existencia de un riesgo permitido y que 
siempre y cuando no invada la órbita funcional de la persona, le genere 
daños insoportables o antijurídicos como aparentemente lo quiere hacer 
creer la parte actora, no tiene por qué generarse una imputación, pues de 
ninguna forma el estado de salud con el que se licenció el demandante, le 
impide conseguir trabajo o desempeñarse en diferentes campos, pues 
recibió toda la atención médica que se hizo necesaria; si ello (ubicarse 
laboralmente) no le ha sido posible, tendrá que observarse otro tipo de 
factores que nada tienen que ver con su permanencia en el Ejército 
Nacional.  
 
Frente a los daños ocasionados a quienes son obligados a prestar el servicio 
militar, es claro que la Administración debe responder bien porque frente a 
ellos el daño provenga de: 
 
i) Un rompimiento de las cargas públicas que no tenga la obligación 

jurídica de soportar el soldado; 
ii) De un riesgo excepcional que desborda aquél al que normalmente 
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estaría sometido, y que puede tener origen en el riesgo actividad o en 
el riesgo de la cosa, o  

iii) De una falla del servicio, a partir de la cual se produce el resultado 
perjudicial.  

 
En el sub examine no puede afirmarse que sobrevino una falla por parte de 
la entidad pues se estableció que una vez sobrevino los hechos (afecciones) 
se prestó la atención médica necesaria y tan es así que se diagnosticó 
inmediatamente al hoy demandante a quien desde ese mismo momento se 
le brindo la atención medica necesaria para tratar y corregir la situación que 
lo acongojaba.  
 
Finalmente, y respecto del riesgo excepcional, en el presente asunto 
tampoco se presentó tal figura en la medida en que el señor DEIBI COAVAS 
GOMEZ para el momento en que se presentaron los hechos por los que 
demanda, no se encontraba ejecutando una actividad superior en riesgo a 
las de sus compañeros o las personas que como él se encuentran prestando 
el servicio militar. 
  
CULPA EXCLUSIVA DE LA VICTIMA 

De otro lado, es preciso indicar que la culpa exclusiva de la víctima es 
entendida como “la violación por parte de ésta de las obligaciones a las 
cuales está sujeto el administrado”, situación que releva de responsabilidad 
al Estado, cuando la producción del daño se ha ocasionado con la acción 
u omisión de la víctima, por lo que esta debe asumir las consecuencias de 
su proceder.  
 
El honorable Consejo de Estado en reiteradas oportunidades a expresado 
que la culpa grave es una de las especies de culpa o descuido, según la 
distinción establecida en el artículo 63 del C. Civil, también llamada 
negligencia grave o culpa lata, que consiste en no manejar los negocios 
ajenos con aquel cuidado que aún las personas negligentes o de poca 
prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Valga decir, que, de la 
definición de culpa grave anotada, puede decirse que es aquella en que 
se incurre por inobservancia del cuidado mínimo que cualquier persona del 
común imprime a sus actuaciones.  
 
Del análisis de las pruebas, es posible concluir que las lesiones padecidas por 
el señor  DEIBI COAVAS GOMEZ, se presentaron por voluntad y acción 
directa del propio soldado, pues evadió las obligaciones que le impuso al 
estar prestando servicio militar obligatorio, sobrepasó las reglas de tenencia 
y uso de las armas de dotación oficial y sin mediar control disparó contra su 
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propia humanidad, siendo por lo tanto una situación imprevisible para la 
entidad demandada que no lo puede hacerse responsable de las lesiones 
ocasionadas.  
 
Además, es evidente que las lesiones propinadas al soldado no se 
presentaron por una acción directa de una persona diferente de él mismo, 
tal como se desprende del Informativo Administrativo por Lesión y el Acta de 
Junta Medico Laboral,  documentales que tienen suficiente credibilidad por 
ser coincidentes y que determinan que el señor DEIBI COAVAS GOMEZ, 
realizó actos contra la ley, el reglamento o la orden superior, debido a que 
el mencionado SL18 actuó incumpliendo las medidas y normas de seguridad 
impartidas al personal militar referente a la preservación de la integridad y 
seguridad del Ejército Nacional, Así como el sumario de ordenes de carácter 
permanente, decidiendo auto lesionar su integridad.  
 
Así las cosas, al encontrarse probado que las lesiones objeto del presente 
proceso, se presentaron por voluntad del señor DEIBI COAVAS GOMEZ, se 
encuentra configurada la causal de exoneración de responsabilidad por 
culpa exclusiva de la victima de modo que el Estado no está llamado a 
responder.  
 
AUSENCIA DE MATERIAL PROBATORIO  
 
Por lo anteriormente expuesto y por no existir el sustento probatorio suficiente 
a pesar de que se trata de una carga de que desde siempre ha 
caracterizado el derecho probatorio, deberá también desestimarse 
cualquier posibilidad para acceder a las pretensiones del demandante.  
 
Al respecto debe observarse que el derecho a presentar pruebas y a 
controvertirlas se traduce, en un derecho a la prueba, mejor aún, en un 
derecho a probar los hechos que determinan la consecuencia jurídica a 
cuyo reconocimiento, en el caso litigado, aspira cada una de las partes.  
 
Se trata de una aquilatada garantía de acceso real y efectivo a los diferentes 
medios probatorios, que les permita a las partes acreditar los hechos 
alegados y, desde luego, generarle convencimiento al juez en torno a la 
pretensión o a la excepción. Al fin y al cabo, de antiguo se sabe que el juez 
debe sentenciar conforme a lo alegado y probado (iuxta allegata et 
probata iudex iudicare debet), razón por la cual, quienes concurren a su 
estrado deben gozar de la sacrosanta prerrogativa a probar los supuestos de 
hecho del derecho que reclaman, la que debe materializarse en términos 
reales y no simplemente formales, lo cual implica, en primer lugar y de 
manera plena, hacer efectivas las oportunidades para pedir y aportar 
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pruebas.  
 
Finalmente, es preciso indicar que no se pueden tener como demostrados 
los hechos narrados en el escrito de la demanda, relacionados con una 
eventual responsabilidad de la entidad demandada, basándose en las solas 
afirmaciones que allí se hicieron, puesto que sólo se puede adoptar 
decisiones de fondo a la luz de la verdad procesal, contenida en el material 
probatorio allegado al proceso de manera legal y oportuna, tal y como lo 
dispone el artículo 164 del Código General del Proceso, al preceptuar: “Toda 
decisión judicial debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente 
allegadas al proceso”. 
 
Adicionalmente, a las partes les corresponde, por disposición legal, la 
prueba de sus afirmaciones o de los hechos que aducen, pues así lo 
establece el artículo 167 del C.G.P. que señala: “incumbe a las partes probar 
el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que 
ellas persiguen”. 
 
Para el caso concreto, está demostrado que, en cumplimiento del deber 
Constitucional previsto en el artículo 216 de la Constitución Política, el 
demandante se encontraba en desarrollo de la prestación del servicio militar 
para el día que manifiesta sufrir lesión, esto es el día 03 de agosto de 2020, 
por lo tanto encuentra la suscrita apoderada que de los medios probatorios 
allegados al proceso el daño del cual hoy se demanda el pago de una 
indemnización, ocurrió como consecuencia de una AUTO LESIÓN, tal y como 
se vislumbró en el ACTA DE JUNTA MEDICO LABORAL Y EL INFORMATIVO 
ADMINISTRATIVO POR LESIONES. 

 
Para concluir, el hecho de encontrarse prestando el servicio militar 
obligatorio, no puede convertirse en una situación que de manera directa 
impute responsabilidad a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO 
NACIONAL, Maxime cuando en el presente caso señor JDEIBI COAVAS 
GOMEZ, quien se encontraba vinculado al Ejército Nacional en calidad de 
soldado regular, y no se encuentra probado que el desarrollo de actividades 
relacionadas con la prestación del servicio militar obligatorio fueran la causa 
directa del daño, por lo que aquella no es una causa suficiente para imputar 
la responsabilidad del Estado. (Sentencia 11 de octubre de 2018, Radicado 
2015-00762). 
 
Así las cosas, señora Juez, las pretensiones de los demandantes deben ser 
negadas. 
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PRUEBAS 
 
Me permito allegar las siguientes: 
 

1. Respuesta de la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, mediante 
Radicado No. 2022338002069981:MDN-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-
COPER-DISAN-MELAB-1.10, mediante la cual aportó, expediente 
medico laboral del señor DEIBI COAVAS GOMEZ, en ciento ocho (108) 
folios.  
 

Se tenga como prueba, las siguientes: 
 

• Respuesta al oficio con radicado 2022251016142143: MDN-COGFM-
COEJC-SECEJ- JEMPP-CEDE11-DIDEF - 1.9, dirigido al Comandante del 
Batallón de Alta Montaña No. 3, para que allegue: 
 
- Copia del informativo administrativo por lesión, y de los informes 

con base en los cuales se redactó éste. 
- Copia de la carpeta de incorporación con toda la 

documentación relacionada con el ingreso, permanencia, y 
desacuartelamiento del SLR. DEIBI COAVAS GOMEZ. 

- Copia del folio disciplinario del señor SLR. DEIBI COAVAS GOMEZ. 
-  Copia del expediente de investigación disciplinaria adelantada 

por los hechos, si existiere. 
- Copia de la Historia Clínica del señor DEIBI COAVAS GOMEZ que 

repose en el Batallón. 
- Copia de la Orden de operaciones, informe de patrullaje y demás 

documentales que permitan evidenciar las funciones que 
realizaba el señor DEIBI COAVAS GOMEZ el día 03 de agosto de 
2020. 
 

• Respuesta de la Dirección de Personal del Ejército nacional, al 
Radicado No. 2022251016139393: MDN-COGFM-COEJC-SECEJ- 
JEMPP-CEDE11-DIDEF - 1.9, donde se solicitó: 
 
- Copia de la totalidad del expediente administrativo del señor DEIBI 

COAVAS GOMEZ. 
- Certificado mediante el cual se indique el tiempo de servicios o 

vinculación a la institución por parte del señor DEIBI COAVAS 
GOMEZ.  

 
• Respuesta de la Dirección de Prestaciones Sociales del Ejercito 

Nacional, al radicado No. 2022251016140513: MDN-COGFM-COEJC-
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SECEJ- JEMPP-CEDE11-DIDEF - 1.9, donde se solicitó: 
  
- Copia de la totalidad del expediente prestacional por perdida de 

la capacidad laboral del señor SLR. DEIBI COAVAS GOMEZ. 
 

PERSONERÍA 
 
Sírvase señor Juez respetuosamente, reconocerme personería en los términos 
del poder otorgado. 

SOLICITUD ESPECIAL 
 
Por lo anteriormente expuesto, respetuosamente solicito al señor Juez, 
declarar probados los fundamentos jurídicos de la defensa, y como 
consecuencia de ello, negar las pretensiones de la demanda. 

 
COSTAS 

 
Se acoge lo prescrito en el artículo 188 del C.P.A.C.A, el Despacho se 
abstendrá de condenar en costas a las partes, en tanto no se ha 
comprobado un uso indebido o arbitrario de los instrumentos procesales por 
parte de estas3.  

ANEXOS 
 

• Lo enunciado en el acápite de pruebas  
• Poder con sus respetivos anexos para poder actuar 

 
NOTIFICACIONES 

 
Recibo notificaciones físicas en la Carrera 46 No.20 B – 99 Edificio Pabellón 
“MY. Carlos Lara Rozo” - Cantón Caldas, Puente Aranda – Bogotá D.C., y en 
el correo electrónico kellygomezs@hotmail.com. 
 
De la señora Juez, respetuosamente; 
 
 
 
Kelly Jhohana Gomez Sotelo 
C.C. No. 1.016.040.136 de Bogotá   
T.P. No. 276.270 del Consejo Superior de la Judicatura 

 
3 Sentencia del 25 de mayo de 2006. Subsección B, Jesús María Lemus. Rad. 2001-04955-01(2427-2004) “(..) 
sólo cuando el Juez, después de valorar la conducta de las partes, compruebe que hubo uso abusivo de los 
medios procesales es del caso condenar en costas lo que, contario sensu, significa que si la conducta procesal 
fue correcta no es posible acceder a la condena en costas”  

mailto:kellygomezs@hotmail.com
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